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Nuevas medidas en materia
de vivienda y alquiler.

Por medio de la presente deseamos informarles 
sobre ciertos aspectos que pueden resultar de su 
interés dada la entrada en vigor con fecha 6 de 

marzo de 2019 del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de 
marzo, de medidas urgentes en materia de vivienda y 
alquiler, que al igual que el derogado RDL 21/2018, 
de 14 de diciembre – que ha estado vigente desde el 
día 19 de diciembre de 2.018 hasta el 23 de enero 
de 2.019-, comprende modificaciones en cinco nor-
mas: la Ley de Arrendamientos Urbanos (LAU), la Ley 
sobre Propiedad Horizontal, la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales y el Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados.
 
Resumimos brevemente los aspectos más destacados:

 
A.- Modificaciones de la LAU.

 
Se amplía el plazo de prórroga obligatoria de los 

contratos de arrendamiento de vivienda de 3 a 5 años 
(o 7 años si el arrendador es persona jurídica).

Se amplía el plazo de prórroga tácita de 1 a 3 
años. Es el plazo temporal por el que se amplía el 
contrato una vez transcurrido el periodo de prórroga 
obligatoria, en el caso de que ninguna de las partes 
manifieste su voluntad de no renovarlo.

Se aumentan los plazos de preaviso para dar por 
extinguido el contrato. El arrendador deberá notificar 
con cuatro meses de antelación y el arrendatario con 
dos meses.

Se limitan las garantías adicionales a la fianza, que 
no podrán exceder del importe de dos mensualidades de 
renta, salvo que se trate de contratos de larga duración.

Se establece que los gastos de gestión inmobilia-
ria y formalización del contrato correrán a cargo del 
arrendador si este es persona jurídica (una sociedad o 
empresa). A diferencia de lo establecido en el anterior 
RDL no se contempla ninguna excepción.

Se aclara la remisión de los contratos de alquiler 
turístico de vivienda a la normativa sectorial turística 
que resulte aplicable.

No se requiere la inscripción del contrato de arren-
damiento en el Registro de la Propiedad para surtir 
efectos frente a terceros.

Se exige que la causa “de necesidad” para ocupar la 
vivienda para sí o sus familiares por parte del arrendador 
(persona física), que le faculta para resolver anticipada-
mente el contrato - una vez transcurrido el primer años 
de su duración-, haya sido manifestada expresamente 

al tiempo de su celebración. El preaviso del arrendador 
para recuperar la vivienda deberá ser de dos meses.

En caso de enajenación de la vivienda arrendada, el 
comprador deberá subrogarse en el contrato de arrenda-
miento respectando los plazos y condiciones pactadas, 
aunque no esté inscrito en el Registro de la Propiedad.

En los contratos de larga duración, podrá pactarse 
la renuncia a la subrogación en caso de fallecimiento 
del arrendatario. Se exceptúan los supuestos en los que 
el subrogado se encuentre en situaciones de especial 
vulnerabilidad.

El incremento de la renta de alquiler, producido 
por la actualización anual, no podrá exceder a la varia-
ción experimentada por el Índice de Precios al Consu-
mo (IPC) a fecha de cada actualización.

Se hace referencia al derecho de tanteo y retrac-
to que podrá establecer la legislación sobre vivienda, 
respecto a la totalidad del inmueble, en supuestos de 
venta conjunta de la vivienda con otras viviendas pro-
piedad del arrendador, o cuando se vendan de forma 
conjunta por parte de varios propietarios a un mismo 
comprador. 

Toda esta nueva normativa no es aplicable al al-
quiler de viviendas cuya superficie sea superior a 300 
m2 o cuya renta de alquiler inicial en cómputo anual 
exceda de 5,5 veces el SMI.

 
B.- Novedades en materia fiscal.

 
Se establece la exención del Impuesto sobre Trans-

misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documenta-
dos en la suscripción de contratos de arrendamiento de 
vivienda para uso estable y permanente.

Se habilita a los Ayuntamientos la posibilidad de 
establecer una bonificación de hasta el 95 por ciento 
en la cuota del IBI para las viviendas sujetas a alquiler 
a precio limitado.

Se exceptúa la obligación de repercutir el IBI al 
arrendatario en el alquiler social de vivienda por parte 
de Administraciones o entes públicos.

Se posibilita que los Ayuntamientos puedan deter-
minar mediante ordenanza fiscal el recargo del IBI a las 
viviendas desocupadas con carácter permanente.

C.- Modificaciones de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.
 

La reforma posibilita que los arrendatarios puedan 
instar procedimientos de juicio verbal cuando la cuan-
tía no supere 6.000.
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Se termina con los desahucios “abiertos”. Los juz-
gados deberán fijar el día y hora exactos para practicar 
los lanzamientos. 

Los juzgados comunicarán de oficio a los Servicios 
Sociales la existencia del procedimiento de desahucio, 
a los efectos de que puedan apreciar la posible situa-
ción de vulnerabilidad.

La suspensión de los procesos judiciales, en su-
puestos de vulnerabilidad del arrendatario, será de un 
mes en caso de que el arrendador sea persona física, 
y de tres meses, si el arrendador es persona jurídica.

 
D.- Sobre los precios de alquiler de la vivienda.

 
Se crea un Sistema de Índices de referencia del 

precio del alquiler de vivienda, que deberá ser elabo-

rado por la Administración General del Estado en el 
plazo de ocho meses.

 
Se prevé que para la determinación de dicho ín-

dice se utilizarán, entre otras fuentes de información, 
los datos procedentes de la Administración tributaria, 
del Catastro Inmobiliario, del Registro de la Propiedad 
y de los Registros de depósito de las fianzas de alquiler.

 
La reforma contenida en este Real Decreto-ley de-

berá convalidarse en el plazo máximo de 30 días por 
la Diputación Permanente del Congreso de Diputados, 
pero sus normas son ya aplicables desde el día 6 de 
marzo.

 BUFETE ROS PETIT

Control de fronteras

Una de las primeras lecciones en la materia de 
ciencias políticas que se imparte en las univer-
sidades de Estados Unidos es la definición de 

la soberanía, como la porción de territorio nacional 
donde el gobierno ejerce su potestad como soberano. 
Dicho de otro modo, si en una parte de un país, el 
gobierno central no puede aplicar las leyes, ni ejercer 
como gobierno , efectivamente en esa región ha deja-
do de ser soberano o descrito de otra manera se ha 
convertido en un simple soberano “titular”. (ejemplo: 
lo que fue la zona del canal de Panamá en su época 
gobernado por los Estados Unidos, los territorios de 
Colombia controlados por la guerrilla FARC o partes 
de Siria, Libia ,Iraq y Afganistán actualmente controla-
do por sus respectivos grupos armados)

Otro principio básico para la soberanía, es ejercer 
el control de las fronteras del país. Se puede ceder la 
soberanía de forma voluntaria por tratados interna-
cionales (en el caso de aquellos países que integran el 
acuerdo Schengen o acuerdos similares), o aquellos 
que simplemente han perdido el control de sus fron-
teras por falta de voluntad política en reforzar las mis-
mas ante invasiones masivas, coordinadas, financiadas 
y en muchos casos violentas de parte de migrantes 
ilegales.

Es difícil de entender a un gobierno que acepte 
como premisa que toda persona tiene el “derecho” 
de entrar a cualquier país, sin concluir que el país que 
haga esto renuncie inmediatamente su soberanía terri-
torial. Seamos claros, ningún migrante tiene el dere-
cho de entrar a un país!, por mucho que grupos como 
“pueblos sin fronteras”, repitan este mantra y mul-
tiplicado por los medios de comunicación de tendencia 
izquierdistas. La lógica progresión de esta falacia es 
que de igual manera todos tienen el derecho a una vi-
vienda y por consecuencia puedan a entrar a las casas 
que ellos decidan, sin el permiso de los propietarios.

En la frontera sur de los Estados Unidos, desde 
el gobierno del demócrata Bill Clinton hasta el actual 
republicano Donald Trump, se han visto forzados a 
construir murallas para aplicar el estado de derecho. 
Nadie tiene el derecho de entrar a los Estados Unidos, 
es un privilegio que el estado americano da aquellos 
que cumplan con los requisitos establecidos en sus le-
yes migratorias.

“El pedir asilo se hace con las manos arriba y no 
asaltando la frontera y agrediendo sus agentes federa-
les con piedras y otros objetos peligrosos” ..

..declaró un agente de Protección y Control de 
Fronteras en California en noviembre del año pasado 
y como acotación viéndose en las pantallas de televi-
sión.. como parte de la caravana de migrantes asal-
taban la frontera americana arreando la bandera de 
Honduras y Guatemala.

Si bien los acuerdos de derechos humanos estable-
cen el derecho al asilo, no todos que lleguen de manera 
ilegal califican para un asilo político, ya que la mayoría 
son migrantes económicos. Inclusive en los casos don-
de los migrantes huyen de situaciones donde peligran 
sus vidas, también hay casos donde el país receptor 
les ha dado protección en su territorio como medi-
da humanitaria, pero con un estatus de desplazado 
temporal, y no de refugiado, por la incapacidad del 
país receptor en asimilar de forma permanente una 
inmigración masiva por las razones que fueran.

 “Migración si, ilegales no”,(tomando en cuenta 
las prioridades nacionales de cada estado), es la política 
más lógica y justa , especialmente para aquellos inmi-
grantes que si cumplieron o están cumpliendo con las 
leyes migratorias.

Eric Lucas Rosas Gomez
Diplomático 

Informática al servicio de la Administración 
tributaria: el nuevo anexo D

Los rendimientos del capital inmobiliario están regu-
lados en los artículos 22 a 24 de la Ley de IRPF y, 
como es sobradamente conocido, se trata de los ren-

dimientos que obtenemos como propietarios o titulares de 
un derecho de uso y disfrute (usufructo, uso y habitación, 
etc.) por el arrendamiento de inmuebles rústicos y urbanos 
o la constitución o cesión de derechos o facultades de uso o 
disfrute sobre los mismos.

Al tratarse de rendimientos que no se cumplimentan 
de manera automática en el modelo de declaración por el 
Impuesto, como ocurre con otro tipo de rentas, cualquier 
cambio en la cumplimentación de los datos resulta espe-
cialmente relevante.

Es responsabilidad, por tanto, del contribuyente cum-
plimentar la información necesaria para el cálculo del ren-
dimiento gravable por este concepto, que sigue una estruc-
tura muy simple, en la que el rendimiento íntegro que se 
obtiene se ve minorado por el importe de todos los gastos 
necesarios para la obtención de los rendimientos del perío-
do y, en su caso, las reducciones correspondientes en tanto 
en cuanto se trate del alquiler de viviendas, tal y como se 
determina en la Ley 35/2006 (Ley IRPF) y en su reglamento 
de desarrollo (RD 439/2007).

Pues bien, entre las novedades aplicables al modelo 100 
para la campaña de Renta 2019, está la de cumplimentar 
-teóricamente de forma voluntaria- información adicional 
sobre los gastos relacionados con los inmuebles que generan 
este tipo de rendimientos. Para ello, se crea un anexo D en el 
que los contribuyentes podrán consignar el NIF de los pro-
veedores de determinados gastos, así como su importe. Sin 
embargo, y a pesar de esa naturaleza voluntaria que se des-
prende de la Orden por la que se aprueba el modelo, en caso 
de no cumplimentarse, la declaración dará un error invali-
dante y el sistema informático no admitirá su presentación.

En ese anexo D, aparecen casillas para consignar el 
NIF de los proveedores y el importe respecto de los gastos 
de reparación y conservación de los inmuebles, la formali-
zación de los contratos, los gastos de defensa jurídica, otras 
cantidades devengadas por terceros por servicios persona-
les, el importe de las mejoras realizadas…. 

Con ello, la Administración, de facto, está  limitando 
inocentemente  el ejercicio de un derecho reconocido en una 
ley, a través de los requisitos técnicos de cumplimentación 
de un modelo, aprobado mediante una orden, lo que tendría 
dudoso encaje dentro de nuestro ordenamiento jurídico.

La Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tribu-
taria, señala que la acreditación del gasto se deberá reali-
zar por cualquier medio de prueba admitido en Derecho 
y, en este caso concreto, se está limitando el derecho de los 
contribuyentes a la deducción de los gastos relacionados 
con este tipo de rendimientos con carácter previo, pues se 
exige al contribuyente persona física contar, por ejemplo, 
con una factura que, efectivamente, es el medio de prueba 

preferente pero no el único. En efecto, disponer de facturas 
podría ser un requisito formal de obligado cumplimiento 
para empresarios en el ejercicio de su actividad empresarial 
o profesional, pero en ningún caso para un particular que 
puede no estar en disposición de acceder a dicha informa-
ción en el momento de la elaboración del modelo, y que –
insistamos- tiene derecho a probar la realidad del gasto por 
cualquier medio de prueba válido en derecho.

Esta aparente modificación en los requisitos para la 
deducibilidad del gasto del rendimiento del capital inmobi-
liario choca frontalmente con el principio de jerarquía nor-
mativa garantizado por el artículo 9.3 de La Constitución 
Española, y con lo dispuesto por el artículo 1 del Código 
Civil, en sus referencias a la prioridad de las fuentes del De-
recho, la ley sobre la costumbre, y ambas sobre los princi-
pios generales del Derecho.

A este respecto, el artículo 1.2 del Código Civil es-
tablece que Carecerán de validez las disposiciones que 
contradigan una de rango superior, por lo que una Orden 
jamás podría establecer limitaciones de derechos reconoci-
dos en una ley, y mucho menos, una aplicación informática 
diseñada por la Agencia Tributaria.

Todo ello se justifica en la propia Orden que aprueba 
el modelo como un elemento para la agilización de la tra-
mitación de devoluciones, para lo que nos invita a la cum-
plimentación de esa información, que en la práctica resulta 
ser de obligatorio cumplimiento para poder presentar la 
declaración si queremos deducir el gasto concreto a través 
del sistema renta web, única modalidad de presentación vá-
lida en la actualidad.

En definitiva, la declaración de este tipo de rendimien-
tos parece hacerse sobre la sombra de una aparente presun-
ción de defraudación que parece pesar sobre este tipo de 
contribuyentes. No obstante, no es justificable la pretensión 
de limitar, ni dificultar, el ejercicio de derechos reconocidos 
en la ley. y mucho menos de una forma subrepticia como 
ésta, a través de un error en la aplicación de un programa 
informático que limita la presentación de la declaración a la 
que se tiene derecho, por no aportar un dato que, de acuer-
do con la ley del impuesto que lo regula, no constituye un 
requisito indispensable para su ejercicio.

Se trata de un mecanismo absolutamente ilegal, con-
trario a Derecho, en contra del principio de jerarquía nor-
mativa, que vulnera el derecho de los contribuyentes a la 
deducción de un gasto que tienen legalmente reconocido 
y que les deja en la más absoluta indefensión pues, o se 
aporta el dato, o no hay opción a presentar la declaración 
correctamente, cruzándose una peligrosa línea roja que de-
muestra la impunidad con la que, en determinadas ocasio-
nes, parece actuar la Agencia Tributaria.

Fernando Plata Moujir
Asociado Senior del Departamento Fiscal 
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